ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

RADICACIÓN: 66001 31 04 005 2018 00036 01
ACCIONANTE: ERNESTO DE JESÚS ARRUBLA HERNÁNDEZ  VS. BATALLÓN SAN MATEO
ASUNTO: DECRETA LA NULIDAD 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 21 de junio de 2018

Proceso:    
Acción de Tutela – Declara nulidad  

Radicación Nro. :

 66001 31 04 005 2018 00036 01
Accionante: 

 ERNESTO DE JESÚS ARRUBLA HERNÁNDEZ
Accionado:
 BATALLÓN SAN MATEO
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Temas: 

         DERECHO AL TRABAJO, A LA SALUD / NO SE VINCULÓ A TERCERO CON INTERÉS JURÍDICO / VIOLACIÓN DEL DEBIDO PROCESO / CAUSAL DE NULIDAD / De ahí que el juez constitucional, como director del proceso, esté obligado a- entre otras cargas- integrar debidamente el contradictorio, vinculando al trámite a aquellas personas naturales o jurídicas que puedan estar comprometidas en la afectación iusfundamental y en el cumplimiento de una eventual orden de amparo, para que en ejercicio de la garantía consagrada en el artículo 29 superior, puedan intervenir en el trámite, pronunciarse sobre las pretensiones de la demanda, aportar y solicitar las pruebas que consideren pertinentes, y en fin, hacer uso del arsenal defensivo que ofrece el ordenamiento jurídico.

(…)
Así las cosas, esta Sala considera que la A quo debió vincular a este trámite constitucional Coronel Diego Alejandro Borbón Arias, Director de Prestaciones Sociales - DIPSO del Ejército Nacional en la ciudad de Bogotá.  En tal virtud, se decretará la nulidad de lo actuado a partir del fallo calendado el 15 de mayo de 2018 a efectos de que se proceda a vincular al Coronel Diego Alejandro Borbón Arias antes referido y se garanticen sus derechos de contradicción y de defensa dentro de este trámite, toda vez que su actuación puede tener injerencia ante la eventual afectación de los derechos invocados por el señor Ernesto de Jesús Arrubla Hernández.

Lo anterior, no afecta la validez de la prueba practicada durante el trámite de tutela.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintiuno (21) de junio de dos mil dieciocho (2018)
Proyecto aprobado por Acta No.0518 
Hora: 3:00 p.m.

1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el señor Ernesto de Jesús Arrubla Hernández frente el fallo proferido el 15 de mayo de 2018 por el Juzgado 5º Penal del Circuito de esta capital, dentro de la acción de tutela instaurada en contra del Batallón San Mateo de Pereira.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. Del escrito de la demanda de tutela, se extrae que el señor Ernesto de Jesús Arrubla Hernández radicó un derecho de petición el 5 de abril de 2018 en el Batallón San Mateo en el que solicitó que le fueran expedidas las copias de la acción de tutela radicada con el No.1567/2007, la cual fue resuelta por la Corte Suprema de Justicia y que “fue aprobada por el Brigadier General Humberto Ocampo Cardona, Jefe de Prestaciones del Ejército Nacional”, sin que a la fecha de interposición de la presente acción, hubiera recibido respuesta al respecto. 
Solicitó el amparo del derecho fundamental de petición y en consecuencia se ordene al Batallón  San Mateo de forma inmediata de respuesta a su derecho de petición. 
2.2.  Mediante auto del 30 de abril de 2018, el A quo avocó el conocimiento de la presente demanda de tutela y ordenó correr traslado de la misma a la comandancia del Batallón San Mateo (Fls. 11 y 15).

3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

3.1. COMANDANTE BATALLÓN DE ARTILLERÍA No. 08 DE PEREIRA
Informó que la petición del accionante fue contestada mediante el oficio No.2019 MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-JEMOP-DIVO5-BR08-BASAM-CJM-1.9 con fecha del 10 de abril de 2018, mediante el cual le informó que en las instalaciones de archivo central no reposa el fallo de tutela con radicado 1567 de 2007 proferido por la Corte Suprema de Justicia y que de conformidad con lo consagrado en el artículo 13 del decreto 1755 de 2015 se remitió su petición a la Dirección de Prestaciones Sociales DIPSO del Ejército Nacional. 

Igualmente informó que mediante el oficio No.2002 MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-JEMOP-DIV05-BR08-BASAM-CJM-1.9 del 9 de abril de 2018 se envió  la petición del accionante al Comando de Personal. 

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 15 de mayo del 2018 el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, declaró un hecho superado por carencia actual de objeto (Fls. 16 y 17).
Dicha decisión fue notificada personalmente el 18 de mayo de 2018 al señor Ernesto de Jesús Arrubla Hernández quien consignó frente a su rúbrica “apelo” (Fl. 20). 
3. CONSIDERACIONES DE LA SALA

3.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente impugnación, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

3.2. Legitimación en la causa por pasiva. Debida integración del contradictorio por parte del juez de tutela. 

En diversas ocasiones la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha estimado que la informalidad de que está revestido el trámite de tutela no puede implicar el quebrantamiento del debido proceso a que por expreso mandato constitucional están sometidas las actuaciones administrativas y judiciales (art. 29 C.P.)
, y en cuyo contenido constitucionalmente protegido se incorporan los derechos de defensa y contradicción. Así mismo, ha sido enfática en sostener que el juez de tutela está revestido de amplias facultades oficiosas que debe asumir de manera activa para brindar una adecuada protección a los derechos constitucionales presuntamente conculcados, dando las garantías del caso a las partes implicadas en la litis
.

3.3. De ahí que el juez constitucional, como director del proceso, esté obligado a- entre otras cargas- integrar debidamente el contradictorio, vinculando al trámite a aquellas personas naturales o jurídicas que puedan estar comprometidas en la afectación iusfundamental y en el cumplimiento de una eventual orden de amparo, para que en ejercicio de la garantía consagrada en el artículo 29 superior, puedan intervenir en el trámite, pronunciarse sobre las pretensiones de la demanda, aportar y solicitar las pruebas que consideren pertinentes, y en fin, hacer uso del arsenal defensivo que ofrece el ordenamiento jurídico.

3.3.1. En tal sentido debe recordarse el contenido del artículo 13 del Decreto 2591 de 1991, el cual reza de la siguiente manera:

“ARTÍCULO 13. PERSONAS CONTRA QUIEN SE DIRIGE LA ACCION E INTERVINIENTES. La acción se dirigirá contra la autoridad pública o el representante del órgano que presuntamente violó o amenazó el derecho fundamental. Si uno u otro hubiesen actuado en cumplimiento de órdenes o instrucciones impartidas por un superior, o con su autorización o aprobación, la acción se entenderá dirigida contra ambos, sin perjuicio de lo que se decida en el fallo. De ignorarse la identidad de la autoridad pública, la acción se tendrá por ejercida contra el superior. 

Quien tuviere un interés legítimo en el resultado del proceso podrá intervenir en él como coadyuvante del actor o de la persona o autoridad pública contra quien se hubiere hecho la solicitud.” (Subrayado fuera de texto).

3.3.2. En armonía con lo anterior, en Auto 09 de 1994 la Corte puntualizó:  “La integración del contradictorio supone establecer los extremos de la relación procesal para asegurar que la acción se entabla frente a quienes puede deducirse la pretensión formulada y por quienes pueden válidamente reclamar la pretensión en sentencia de mérito, es decir, cuando la participación de quienes intervienen en el proceso se legitima en virtud de la causa jurídica que las vincula. Estar legitimado en la causa es tanto como tener derecho, por una de las partes, a que se resuelvan las pretensiones formuladas en la demanda y a que, por la otra parte, se le admita como legítimo contradictor de tales pretensiones.”   Del mismo modo, la jurisprudencia constitucional ha estimado que la falta de notificación de las providencias proferidas en un proceso de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo, lo mismo que su falta de vinculación al proceso, generan una irregularidad que vulnera el debido proceso. Al respecto, la Corte Constitucional señaló en Auto 234 de 2006 lo siguiente:

“5.- De lo expuesto, fuerza es concluir entonces que la falta u omisión de la notificación de las decisiones proferidas en un proceso de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo, es una irregularidad que vulnera el debido proceso. De allí que por ejemplo la falta de notificación de la providencia de admisión de una acción de tutela, no permite que quien tenga interés en el asunto, pueda enterarse de la existencia de esa actuación y de la consecuente vinculación de una decisión judicial sin haber sido oído previamente.  Cuando la situación anotada se presenta, se dan los fundamentos suficientes para declarar la nulidad de lo actuado y retrotraer de tal manera la actuación que permita la configuración en debida forma del contradictorio, o se vincule al proceso al tercero con interés legítimo, pues sólo de esta manera se permite, de una parte el conocimiento de la demanda y la posibilidad del ejercicio del derecho al debido proceso y defensa, así como la emisión de un pronunciamiento de fondo sobre la protección o no de los derechos fundamentales invocados”
3.4.  Esta Sala hace un llamado de atención al accionante en el entendido de que podía haber accedido a la copia de la sentencia de la tutela que dice estar radicada bajo el No.156/2007 en la página web de la Rama Judicial o ante el funcionario que la profirió, sin haber acudido al juez constitucional.  Sin embargo, se observa que en la respuesta ofrecida al señor Arrubla Hernández mediante el oficio No.2019 MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-JEMOP-DIVO5-BR08-BASAM-CJM-1.9 del 10 de abril de 2018, el Teniente Coronel Rojas López del Comandante Batallón de Artillería no solo le informó al actor que en el archivo central no reposa el fallo referido sino que  su petición había sido remitida a la Dirección de Prestaciones Sociales DIPSO del Ejército Nacional (folio 13).  Al respecto, se evidencia que el Teniente Coronel César Augusto Rojas López a través del oficio No.2002 MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-JEMOP-DIV05-BR08-BASAM-CJM-1.9 del 9 de abril de 2018 envió  al  Coronel Diego Alejandro Borbón Arias, Director de Prestaciones Sociales DIPSO de la ciudad de Bogotá la petición del señor Ernesto de Jesús Arrubla Hernández (folio 14).

3.5.   Así las cosas, esta Sala considera que la A quo debió vincular a este trámite constitucional Coronel Diego Alejandro Borbón Arias, Director de Prestaciones Sociales - DIPSO del Ejército Nacional en la ciudad de Bogotá.  En tal virtud, se decretará la nulidad de lo actuado a partir del fallo calendado el 15 de mayo de 2018 a efectos de que se proceda a vincular al Coronel Diego Alejandro Borbón Arias antes referido y se garanticen sus derechos de contradicción y de defensa dentro de este trámite, toda vez que su actuación puede tener injerencia ante la eventual afectación de los derechos invocados por el señor Ernesto de Jesús Arrubla Hernández.
Lo anterior, no afecta la validez de la prueba practicada durante el trámite de tutela. 
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, 

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR LA NULIDAD de lo actuado dentro de este trámite de tutela adelantado por el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira,  a partir del fallo calendado el 15 de mayo de 2018 a efectos de que se proceda a vincular al Coronel Diego Alejandro Borbón Arias, Director de Prestaciones Sociales - DIPSO del Ejército Nacional en la ciudad de Bogotá y de esta manera se garanticen sus derechos de contradicción y de defensa dentro de este trámite, toda vez que su actuación puede tener injerencia ante la eventual afectación de las garantías constitucionales invocadas por el señor Ernesto de Jesús Arrubla Hernández. 

Lo anterior, no afecta la validez de la prueba practicada durante el trámite de tutela. 

SEGUNDO: Devolver la actuación al Juzgado de origen para que se subsane la irregularidad advertida.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Corte Constitucional, Auto 021 de 2000.


� Corte Constitucional, Auto 115A de 2008. 
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